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SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, siete de diciembre de dos mil diecisiete
Acta N° 0     de 7 de diciembre de 2017
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por VCM en representación del menor SAC contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Castaño Mejía que su hijo, el menor Santiago Aguirre Castaño, fue diagnosticado con “Uropatía Asociadas con reflujo Vesicoureteral”, para cuyo tratamiento le fue ordenada una “URETEROPLASTIA O ANASTOMOSIS TERMINO – TERMINAL SOD, la cual no ha sido autorizada por la Seccional de la Policía Nacional, por no contar con el presupuesto para ello.
Estima que la omisión de la entidad accionada vulnera los derechos fundamentales del menor a la salud y a la vida digna, por lo que solicita que sean protegidos por ésta vía y se ordene a la prestadora del servicio de salud realizar las gestiones necesarias para que le sea practicado el procedimiento quirúrgico, debiendo autorizar todos los implementos que se requieren para su realización.

TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha veintinueve (29) de noviembre del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis.
La Seccional de Sanidad Risaralda dio respuesta a la acción haciendo un recuento normativo relacionado con su naturaleza jurídica, sus funciones dentro del Subsistema de Salud de la Policía Nacional y los procedimientos internos establecidos para autorizar los servicios requeridos por los pacientes, para luego informar que en el caso particular, le fue asignada cita al paciente en la entidad “Calculaser” con el fin de determinar si son óptimas las condiciones de paciente para la realización del procedimiento ordenado.
En consideración con lo expuesto, solicito que se negara la protección constitucional, en el entendido que no se encuentra afectando derecho alguno del menor accionante. 

CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud del menor accionante el que no se haya autorizado el procedimiento quirúrgico ordenado para el tratamiento de la Uropatía que padece?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por esa Corporación en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.
3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud, son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido en la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.
4. CASO CONCRETO

Ninguna discusión ofrece la calidad de sujeto de especial protección del menor SAC, menor de edad diagnosticado con “Uropatía asociada a con reflujo vesicoureteral” para cuyo tratamiento, según la historia clínica visible a folios 2 y 3 del expediente, le fue  ordenada desde el 24 de julio de 2017, “Ureteroplastia o anastomosis termino –terminal Sod”, servicios que afirma no han sido autorizadas por la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, por no contar con presupuesto.  
Ahora, la entidad accionada al momento de dar respuesta a la acción informó que había asignada cita de valoración previa al procedimiento quirúrgico, sin indicar cuál era la causa para la tardanza en la prestación del servicio.
Como puede observarse, no existe justificación alguna para que la entidad accionada haya demorado la autorización de los servicios requeridos por el menor SAC, cuando los mismos fueron ordenados desde el 24 de julio de 2017 y solo, una vez fue notificado de la existencia de la presente acción, gestionó lo pertinente para que éste fuera valorado ante de la realización de la cirugía, situación que pone de manifiesto la vulneración del derecho a la salud.

Por lo anterior, se tutelara tal garantía constitucional y como consecuencia, se dispondrá a la Jefatura de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda representada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias para que el menor SAC le sea practicada la “Ureteroplastia o anastomosis termino –terminal Sod”, ordenada por el médico tratante.
En igual sentido deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente, en orden tratar la Uropatía asociada con reflujo vesicureteral que le fue diagnosticada, siendo evidente que los mismos no le han sido brindados oportunamente, pues no otra cosa indica el hecho de que haya tenido que acudir a la acción de tutela como mecanismo de protección. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular el menor SAC representado por la señora VCM.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a través de Jefatura de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda representada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias para que el menor SAC le sea practicada la “Ureteroplastia o anastomosis termino –terminal Sod”
En igual sentido deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente, en orden tratar la “Uropatía asociada con reflujo vesicureteral” que le fue diagnosticada. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-094 de 2016 
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